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Resumen:

Las políticas que los Estados desarrollan muchas veces se encuentran relacionadas con estructuras que quizás de manera material o real influyen en las decisiones que los gobernantes del Ejecutivo o el Legislativo toman para el devenir diario de la Administración Pública Estatal.

Nuestro País ha sido y es susceptible a las decisiones que muchos actores del poder mundial toman y que terminan influyendo sobre nuestra política interna, generando de esta manera conflictos que traspasan el mundo económico para culminar siendo un problema estructural y social.

En la Década de los 90’ se realizó el Consenso de Washington, que buscó influir decididamente en las decisiones que los Estados del “tercer mundo” tomaran para lograr saciar así las necesidades que aquellos que eran del “primer mundo” necesitaban, dejando de lado el desarrollo nacional o regional y atentando en contra de la soberanía política y económica de numerosos Estados.

Ahora bien, esta política ha tratado de ser reducida a partir del surgimiento de gobiernos populares que quisieron poner un coto a las decisiones del poder real, por lo menos desde la óptica del discurso y de las propuestas legislativas que muestran a diario.

En este trabajo se propone abordar la problemática suscitada por el Consenso de Washington y su relación con las políticas económicas argentinas a nivel comparativo entre los gobiernos liberales argentinos de la década del 90’ (Menem – De la Rúa) y los sociales posteriores al año 2000 (Duhalde – Kirchner – Fernández de Kirchner), sobre todo en relación al reordenamiento de las prioridades del gasto público.
Se busca entender si las políticas que se desarrollaron con posterioridad al advenimiento del nuevo mileno han podido paliar la liberalidad económica previa o si aún nos encontramos asediados por las decisiones que poderes reales toman sobre nuestro Estado.

Sumario

A. Introducción

B. El Consenso de Washington

1. El término “Consenso de Washington”. 2. El contenido del Consenso de Washington. 3. Apreciación valorativa del Consenso. 4. Poder Formal vs. Poder Real.

C. Argentina y la Década Neo Liberal de 90’

1. Cambios amoldados. 2. La crisis económica e institucional.

D. La Argentina y el Cambio de Paradigma

1. La necesidad de la reforma política. 2. Cambio de paradigma de gobierno.

E. Conclusión

A. Introducción

Somos conscientes de la existencia de la desigualdad en nuestro planeta. Esto no es ninguna novedad en tiempos donde los medios masivos de comunicación ponen de manifiesto a diario noticias que muestran claramente cómo un sector de los Estados y diversas Instituciones Internacionales logran asediar el desarrollo político y financiero de Estados más pequeños o menos desarrollados.

Las nociones de países “desarrollados”, “en vías de desarrollo” o “subdesarrollados”, ya demuestra claramente la existencia de diversas categorizaciones que por consenso se han tomado a lo largo de la historia y que hoy son muestra de la existencia de diferencias notorias y sustantivas para nuestra sociedad.

Vivimos en una realidad de cambio constante, fruto de la globalización. Este cambio pone de relieve el distinto grado de posicionamiento que pueden llegar a tener los actores que forman parte del escenario mundial. Así, quienes más poder tienen logran ser mejores posicionados que otros.
Trataremos en el presente de mostrar cómo a través del Consenso de Washington de la década de los 90’ se han desarrollado en nuestro país políticas de control del gasto público y trataremos de evidenciar si esto aún hoy permanece vigente.

B. El Consenso de Washington
1. El término “Consenso de Washington”
Cuando hablamos del “Consenso de Washington” tenemos que tener en cuenta que no respondemos a un vocablo nominativo que haya sido impuesto directamente, sino que surge de una serie de interpretaciones que ponen de relieve un íter y un espacio en el cual se discutieron cuestiones esenciales para la vida de los países del cono sur.

Se comienza a trabajar en el vocablo por John Williamson en el año 1989, en un paper publicado como “The progress of policy reforms in Latin America”. En dicho instrumento se han desarrollado una descripción de una serie de políticas económicas que los distintos organismos internacionales con sede en Washington querían proponer a los países de América Latina para cumplir con el Plan Brady
 y no volver de esta manera a reestructurar las deudas en plazos y disminuir sus montos.
Si realizamos un análisis compuesto del término, podremos evidenciar que “Consenso” se refiere a un acuerdo al que se ha llegado por mayoría y “de Washington”, se refiere a la sede territorial de diversas instituciones mundiales que de una u otra forma querían modelar las distintas estructuras financieras de los países latinoamericanos, como ser el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), y algunas de las estructuras políticas propias del gobierno de los Estados Unidos, como ser el Congreso, el Departamento del Tesoro, etc.

Estamos hablando en sí de un instrumento que quiere establecer cómo deben desarrollarse las economías de los países latinoamericanos para “amoldarse” a los requerimientos de ciertas instituciones de financiamiento. En sí, podríamos adelantarnos a afirmar que estamos en presencia de un claro avasallamiento de la soberanía de cada Estado, teniendo en cuenta el concepto amplio de la misma y afirmando la posibilidad de la existencia de diversas ramas de la misma, como podría ser en este caso la cuestión económica.

2. El contenido del Consenso de Washington

Williamson tuvo en cuenta la siguiente lista de cuestiones a desarrollarse por parte de los Estados en relación a la reforma de la política financiera de cada uno de ellos
:

1) Disciplina Presupuestaria: 

Se trata del mantenimiento del equilibrio en las cuentas públicas. Podríamos decir que se manifiesta mediante el equilibrio de los gastos con los ingresos y de no generar un déficit financiero, gracias a un control de aquello en lo que se invierte. 
Un gobierno que tiene disciplina fiscal no necesita contraer empréstitos. Ahora bien, esto es incoherente con lo propuesto por los mismos organismos internacionales, quienes prefieren mantener un dominio sobre las estructuras estatales inferiores mediante el uso de las cartas de juego que son los endeudamientos nacionales.

2) Cambios en las prioridades del gasto público:

Una forma de reordenar el gasto público podría ser el incremento de la recaudación tributaria, otro sería reducir el gasto público y amoldarlo a la fuente de ingresos que se poseen. En el Consenso se vela por lo segundo. 

Se trata de que los Estados comprendan que hay que priorizar en el gasto público, y por ello se tiene que reducir aquello en lo que se gasta, priorizando algunos sectores sobre otros. Así, se da lugar a los recortes presupuestarios, pero tratando de no paliar las partidas de aquello que es esencial para la sociedad.

3) Reforma Fiscal

Como anunciamos ut supra, sería perjudicial aumentar los tributos de los Estados. En vez de ello, se propone una reforma fiscal basada en una proporcionalidad inversa, por lo cual las alícuotas a medida que se graven los ingresos, por ejemplo, en vez de aumentar se reduzcan. De esta forma se lograría mantener una posición destacada de algunos sectores incluso dentro de la misma población, y por contrapartida empeorar la situación de aquellos que menos tienen.

4) Los tipos de interés
Se trata de una liberalización del sistema financiero. Así, se busca lograr que los tipos de interés fueran establecidos por el mercado, logrando una desregulación estatal. 

Una duda que nos queda en este punto es qué valor tiene el Estado definitivamente en la economía de su propio territorio.

5) Los tipos de cambio

Se trata de que el tipo de cambio sea competitivo en vez de regularlo. Tenemos que tener presente que muchos Estados latinoamericanos tienen economías devaluadas en relación a monedas fuertes, y en muchas ocasiones esto parte desde políticas estatales.

Lo que se quiere lograr es que nuestros paises no sean países “caros” para los demás Estados, de manera tal que puedan intervenir más en las economías nacionales.

6) Liberalización Comercial
Se deben liberalizar las importaciones. No tiene que existir regulación estatal que ponga coto a las mismas, por ejemplo, con tributos aduaneros que perjudiquen la importación en nuestro Estado. Se trata de abrir la economía estatal.

7) Política de apertura respecto a la inversión extranjera directa

Ya no se trata solamente de incursionar en una intervención sobre las políticas tributarias o aduaneras, sino abrir a la inversión extranjera. Esto se puede lograr mediante una serie de medidas legislativas de fomento de diversas actividades en las que las principales empresas inversoras sean extranjeras, o logrando ventas de empresas estatales para ser explotadas por otros organismos no nacionales, o realizando exenciones o beneficios impositivos. No se trata solamente de abrir las puertas, sino de acompañar a la mesa a aquellos que quieren servirse de nuestro banquete.
8) Política de Privatizaciones

Junto con la apertura de la inversión extranjera, y siguiendo lineamientos de control del gasto público y reordenamiento del mismo, se trata de incentivar a que el Estado tenga el menor control sobre los servicios públicos y que desaparezcan las empresas estatales. Para ello, se prevé que los Estados desarrollen planes de privatizaciones que logren acrecentar el poderío de estructuras no nacionales.

9) Política Desreguladora

Esto se logra a través de la eliminación de leyes que regulen ciertos aspectos puntuales o esenciales de ciertas actividades, o logrando nuclear en organismos controladores a muchas organizaciones particulares, de manera tal que ante la existencia de una cantidad considerable de instituciones, el control sea menor.
Para lograrlo, es necesario atacar a la legislación vigente, bregando por la derogación o la no regulación ante cambios de estructuras en instituciones que eran estatales o que ahora son tomadas o desarrolladas por empresas extranjeras.

10) Derechos de propiedad

Se trata de asegurar la propiedad sobre los bienes que poseen las nuevas empresas que se asientan en los Estados. 

América Latina se caracteriza por una serie de políticas reguladoras que priorizan la estatización de propiedades por medio del proceso de expropiación. En nuestro Estado, por ejemplo, tiene rango constitucional. 
Como vemos, lo que se quiere lograr es que el Estado no pueda “tocar” nada que provenga de capitales extranjeros.

Podríamos apuntar que lo que se busca es la seguridad de no ser vulnerables a gobiernos nacionalistas, tratando de impedir o atar las manos de los mismos Estados a herramientas que las mismas Constituciones –regulaciones legales máximas de los mismos- le otorgan.

3. Apreciación valorativa del Consenso

Los 10 puntos del Consenso hablan por sí solos. Se trata de una serie de medidas que han querido realizar una intervención en las economías nacionales, pero para lograrlo era menester contar con la aprobación política de los Estados.

Tenemos que considerar que nos encontramos frente a una posición dominante por parte de un conjunto de actores que tenían cartas de juego que permitían ganar la disputa. La mayoría de los países latinoamericanos se encontraban endeudados, por lo que es posible resumir rápidamente que muchos de ellos aceptaron ponerse bajo la óptica del Consenso y amoldar sus economías para hacer frente a las exigencias de los acreedores nacionales.
Como sabemos, las decisiones económicas la toman los actores políticos. Son los integrantes de los distintos poderes los que tuvieron que velar por lograr que el Consenso pudiese tener cabida en nuestros Estados. Así, en parte, si existieron políticas que dieron lugar a la incorporación de los postulados en nuestro país y en los países latinoamericanos fue gracias a que numerosos poderes Ejecutivos y Legislativos aceptaron cambios que terminaron perjudicando las economías nacionales y priorizando las economías internacionales.

Se trata de cuestiones que claramente inciden en la soberanía nacional, ya que hacen que nuestras fronteras de poder sean permeables a los cambios que quieran introducir en la agenda ciertos actores con sus necesidades y sus requerimientos.

En cierto sentido, esto dio lugar a que quienes ejercen el poder político de manera representativa hayan dado lugar a una “crisis de la representatividad”, es decir, “la pérdida de confianza, apatía y distancia de los ciudadanos respecto de sus representantes e instituciones”
. 
Esta crisis de la representatividad fue lo que hizo que en nuestro Estado, por ejemplo, se llegue a crisis políticas que dieron lugar a cambios de paradigmas en cuanto a la gobernanza. 
4. Poder Formal vs. Poder Real
Todo lo que hemos mencionado nos llevan a delimitar la existencia de dos tipos de poderes: uno formal y otro real.

Los poderes formales serían los que poseen cada uno de los Estados conforme a las disposiciones constitucionales y legales que le dan la capacidad de toma de decisiones con fundamento en la soberanía que poseen. Por otro lado, los poderes reales serían aquellos que, si bien no tienen estructuras adecuadas para tomar decisiones, son quienes terminan tomándolas porque poseen una serie de herramientas y un cúmulo de poder que permiten influir de manera sustancial en aquello que las propias estructuras formales pueden realizar.

Así, el Consenso de Washington pone de manifiesto cómo el Poder Real asume una preponderancia frente al Poder Formal, ya que como veremos, una serie de políticas sustanciales han dado lugar al surgimiento de cambios legislativos en la década del 90’.

C. Argentina y la Década Neo Liberal de 90’

1. Cambios amoldados
Argentina, durante la década de los 90’, logró implementar en nuestro Estado una serie de políticas que respondieron al llamado Consenso de Washington. 

Tenemos que tener en cuenta que el endeudamiento que sostenía nuestro Estado dio lugar a que se tuvieran que adoptar medidas impulsadas por los organismos que “velaban” por el saneamiento de nuestras cuentas públicas.

Así, hablamos de un amoldamiento de cambios a las políticas lideradas por el Consenso, que se reflejaron en una serie de medidas adoptadas por el Gobierno Nacional durante la Presidencia de Carlos Saúl Menem, y que continuaron durante la Presidencia de Fernando De la Rúa, como ser:
· Paridad del Dólar y del Peso;

· Privatización de empresas de servicios públicos (luz, gas, agua, teléfono, etc);

· Transferencia de servicios educativos de la Nación a las Provincias;

· Flexibilización laboral;

· Privatización del sistema jubilatorio y de pensiones;

· Etc

Así, se tuvo que amoldar nuestro Estado a la serie de medidas impuestas por el Consenso, aunque algunos destacan que no todos los 10 puntos fueron asumidos por Argentina como propios. Esto es una opinión controvertida que requiere análisis, pero en general es la sostenida por la mayoría de los estudiosos del tema, quienes sostienen que por ejemplo no hubo una apertura extraordinaria a las inversiones extranjeras sino más bien para ciertos puntos esenciales. Es criticable esa aseveración, sostenida por ejemplo por Nicolás Cachanosky en su Artículo “El Neoliberalismo de los 90’ en el debate político”
.
Los gobiernos argentinos de la década de los 90’ se caracterizaron por tener posturas ideológicas neoliberales, por lo que claramente tenemos que enfatizar que el rol del Estado se torna un tanto ilusorio frente al mercado. Lo importante en estos gobiernos fue apreciar el desarrollo del mercado desregulado y no intervenir en las políticas que marcaban el devenir de muchas instituciones económicas.

Es importante tener en cuenta que todas estas políticas lo que querían hacer era un reordenamiento del gasto público, dando lugar a una participación del Estado lo más mínima posible en las empresas de servicios y beneficiando de esta forma a ciertas organizaciones económicas que quisieran asentarse en nuestro país para conducir las mismas.

2. La crisis económica e institucional

Fruto de los cambios políticos y económicos que vivimos los argentinos en la Década del 90’, comenzaron a gestarse grandes cambios fruto del malestar poblacional.

Si bien en sus inicios los cambios sostenidos fueron aplaudidos por el pueblo argentino, con el paso del tiempo fue el mismo pueblo el que se vio perjudicado por ellos y se dio lugar a una serie de quejas, fruto de que la propiedad privada fue en cierto sentido asediada por los manejos económicos que habían que realizarse. El famoso “corralito” financiero, fue un ejemplo de que cuando se ataca a la propiedad personal, el mismo pueblo sale a las calles, dando lugar a los famosos cacerolazos que tenían dos vertientes: la necesidad del cambio económico y la reforma del sistema de representatividad política.

Podemos afirmar que existieron dos grandes crisis:

· Por un lado, una crisis económica, que manifestó que el sistema que se llevaba a cabo no era el óptimo para nuestro Estado;

· Por otro lado una crisis de la representatividad, que  se caracteriza por 3 notas distintivas: “a) los electores pierden confianza en sus representantes e instituciones, pero no así la en la democracia como régimen; b) esta distancia representantes-representados está asociada a una responsabilización, por la falta de transparencia y a la pérdida de credibilidad de la política respecto de su capacidad para mejorar la situación; y c) los ciudadanos se orientan a formas directas de participación ‘social’”

La crisis de la representatividad fue una crisis institucional en nuestro Estado, que dio lugar al surgimiento de una nueva forma de hacer política y de entenderse el poder.
Tenemos que entender que la causa originante de la crisis a la que nos sometimos fue, en cierto sentido, la aplicación a rajatabla de la mayoría de los postulados del Consenso de Washington.
D. La Argentina y el Cambio de Paradigma

1. La necesidad de la reforma política

Fruto de todo lo mencionado precedentemente, nuestro país tuvo que cambiar su parecer respecto a la economía y a la política. Se tornó indiscutible que si queríamos continuar como una República independiente, debíamos adoptar medidas que protegieran nuestras fronteras soberanas, dando mayor poder a las estructuras internas que a las externas.

Luego de la caída de Fernando De la Rúa y de la sucesión de numerosos Presidentes a lo largo de pocos días, la estabilidad política transitoria fruto de la Ley de Acefalía Presidencial, ya estaba en nuestras puertas. Eduardo Duhalde fue el elegido por la Asamblea Legislativa para poder comenzar un proceso de conclusión de un mandato presidencial de su antecesor, pero también de un comienzo de cambio político y económico.
Si bien Duhalde provenía de una línea de pensamiento arrastrada por los 90’, era consciente de que los cambios que debía realizar eran drásticos, y que de él dependía el comienzo de una serie de reformas políticas que dieran lugar a que el pueblo confíe nuevamente en la figura presidencial, desgastada por los avatares a los que se había sometido.

La reforma política tuvo que ver con cambios que trataran de mantener la institucionalidad en sus comienzos, y luego en fijar posición respecto de las necesidades soberanas, sobre todo en lo económico. Quizás, la mayor de las decisiones haya sido quitar la paridad peso-dólar, y lograr de esta forma cambiar la forma en que se había liberalizado la economía. El Estado, volvía poco a poco a asumir un control sobre la economía y sobre las instituciones.

Si no hubiera existido una reforma política, quizás la democracia misma hubiera estado nuevamente en peligro. 

2. Cambio de paradigma de gobierno

Si bien los gobernantes argentinos habían resaltado la posición de cambio necesario para lograr nuevamente un cambio nacional, esto no podría provenir sólo de una reforma dada por cuestiones legislativas. Había que cambiar también la imagen y la filosofía de gobierno.

Finalizado el mandato presidencial de Duhalde, se dio una seguidilla de gobiernos provenientes del mismo partido Justicialista, aunque ahora con vertientes netamente personalistas y con un marcado acento en el populismo como herramienta de confianza y de exaltación de la figura presidencial. Se asomaron los gobiernos Kirchneristas, los que trataron de de reincorporar en el diccionario político nacional a las palabras “justicia” e “igualdad”, aunque con una marcada apreciación personal de los mismos.
El cambio de paradigma respondía a un proceso desgastado de neoliberalismo, que había atacado a la economía. Ahora lo necesario era sanear las cuentas nacionales, dando más preponderancia al desarrollo efectivo de nuestro Estado para posicionarse frente al mundo. Comenzaron así una serie de cambios drásticos en la economía y en la política que tiraron por la borda muchos de los conceptos que el Consenso de Washington se había preocupado por levantar como estandartes.

Comenzaron así una serie de reformas que apuntaron claramente a contrarrestar los cambios ya producidos por el gobierno neoliberal. Comenzaba nuevamente la existencia de gobiernos sociales, preocupados por la soberanía, aunque en cierto sentido en muchos casos esa preocupación llevó a un control desordenado y autoritario de la economía nacional.
Se empieza a destacar un reordenamiento del gasto público, pero ya no en relación a intereses extranjeros, sino a intereses nacionales. Era necesario empezar a generar una confianza de la población dada por el acceso a beneficios sociales y de cuestiones básicas que dieran de esta forma una aprobación al modelo que se quería instaurar. En su mayoría, los más beneficiados de estos cambios fueron los ciudadanos de los estratos más bajos de la sociedad, quienes consiguiendo modificaciones en su nivel de vida, dieron su apoyo y mostraron su beneplácito al Estado y, sobretodo, a los gobernantes de turno. Comienza así el populismo, el que en su mayor sentido cobró preponderancia gracias al influjo de los cambios económicos que eran necesarios para reordenar nuestro Estado, y además siguiendo la tradición popular de la exaltación de la figura del Presidente, como es sabido en nuestras tierras.
Fruto del populismo al que se aventó nuestro Estado se dio la transición del poder en manos de un mismo matrimonio y la perduración del mismo bajo el manto de la actual gobernante máxima del país.

E. Conclusión

La economía y el poder político han ido de la mano en la historia de nuestro país. Hemos analizado cómo, particularmente en la década de los 90’ la aplicación del Consenso de Washington ha logrado realizar modificaciones que beneficiaron a un sector económico y que dieron lugar a cambios en los paradigmas de pensamiento de la sociedad, primero amoldándose a los mismos y aplaudiéndolas con orgullo y luego poniéndose en contra fruto del ataque personal que sintieron.

Hemos visto cómo las estructuras reales toman partida de las estructuras formales para lograr su cometido, especialmente en el ámbito económico, donde es más susceptible de verse los beneficios a los que se pueden llegar con la imposición de regulaciones de un tipo particular.

Los cambios económicos de principios de los 90’ dieron lugar a una crisis de la representatividad finalizando la misma década. Fueron esos mismos cambios los que aportaron el pensamiento de la necesidad de rotación de paradigmas, dando lugar a la aparición de gobiernos que cambiaron el parecer económico y fueron beneficiados con el beneplácito popular, perdurando así en el poder y generando una hegemonía personalista en la figura presidencial.
Podríamos decir que el Consenso de Washington tuvo un efecto positivo para las estructuras reales que se vieron beneficiadas durante la década de los 90’, pero al mismo tiempo negativo para quienes se encargaron de conducir los destinos del país durante ese estadío. Al mismo tiempo, fue inverso el resultado durante los años venideros a esa década, dando lugar a un beneplácito político y a un regresivo poder de las estructuras reales.

Hoy, consideramos que somos más nacionales y soberanos, pero hay que tener en cuenta que toda decisión tiene un costo. Deberemos tener en cuenta cuál es el precio que pagamos por aquello que como país, en virtud de la representatividad, hemos elegido.
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